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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 2 de marzo de 2011, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Pettigiani, de Lázzari, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 95.735, "Dirección General Impositiva. Incidente de verificación de crédito en Acerboni, Raúl sobre Concurso preventivo".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Bahía Blanca confirmó la sentencia de fs. 251/253 que, a su turno, rechazó el incidente de verificación tardía incoado por la Dirección General Impositiva (D.G.I.; v. fs. 282 y vta.).


Se interpuso por el organismo estatal incidentista recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 289/301).


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inapli-cabilidad de ley?

V O T A C I Ó N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


1. La Sala II de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Bahía Blanca confirmó el pronunciamiento de primera instancia (v. fs. 251/253) que rechazó el incidente de verificación tardía promovido por la Dirección General Impositiva (D.G.I.) por entender que su pretensión fue articulada una vez prescripta la acción, no concurriendo en el caso acto interruptivo alguno, virtualidad que desconoció a las actuaciones tramitadas en sede administrativa (arts. 3986, C.C. y 32 y 56, L.C.Q.; v. fs, 282 y vta.). 


II. Contra esta resolución se alza la incidentista denunciando la violación y/o errónea aplicación de los arts. 11 inc. 5, 21, 32 y 56 de la ley 24.522; 3986 del Código Civil y 34 inc. 4°, 163 inc. 6 y 278 y sigtes. del Código Procesal Civil y Comercial (v. fs. 289 vta. y 300 vta.). 


Afirma que la decisión atacada desatiende aspectos peculiares del crédito fiscal insinuado, en tanto pretende someter el procedimiento administrativo de determinación impositiva (arts. 16 y sigtes., ley 11.683, t.o. 1998 y modif.) a las reglas generales que la Ley de Concursos y Quiebras establece en materia de fuero de atracción (v. fs. 290).


Alega, en este sentido, que el proceso determinativo de la materia impositiva no encuadra técnicamente en el concepto de "juicio" al que remite el art. 21 de la ley 24.522, que reputa violado. Agrega que la aplicación irreflexiva del principio general del fuero de atracción a este género de actuaciones no conlleva ningún servicio a la marcha regular del juicio universal. Asimismo, dice que con independencia del contenido patrimonial de la contienda que medió entre la A.F.I.P.-D.G.I. y concursado, los matices peculiares del tópico tratado y el ámbito en el cual se ventila, exime a las actuaciones objeto de la presente incidencia de su inclusión en las previsiones del inc. 1) del citado artículo de la Ley de Concursos y Quiebras (v. fs. 290 vta./292). 


Seguidamente, cita diversos fallos en los que ‑afirma- se consideró que la extemporaneidad de la insinuación es propia de la observancia de un procedimiento interno legalmente previsto y que permite la eximición del pago de las costas, solución que se condice con una recta aplicación del principio a seguir en materia de fuero de atracción. Transcribe, además, precedentes de la Corte Suprema de la Nación referidos al citado tópico y al trámite administrativo en la determinación de obligaciones tributarias (v. fs. 293 vta.). 


Por otra parte, y con apoyo en opinión doctrinaria y antecedentes jurisprudenciales que precisa, manifiesta que la pendencia de un trámite como el que se seguía respecto del concursado Acerboni, de cuya realización depende la cuantificación del pretenso crédito, interrumpe el curso de la prescripción del art. 56 de la Ley de Concursos y Quiebras, el cual comenzaría a contarse a partir de la notificación y adquisición de firmeza y definitividad de lo resuelto en sede administrativa, en los términos del art. 3986 del Código Civil (v. fs. 295 vta./297). 


Asevera que el instituto de la prescripción no puede operar exclusivamente en favor de las expectativas de una parte. El cómputo de los plazos no es extirpable del cúmulo de circunstancias que condicionan su decurso o interrupción. Arguye que al declarar la inadmisibilidad del crédito originado en discusiones administrativas insoslaya-bles, la alzada incurre justamente en tal pecado analítico, obstinándose en aplicar irreflexivamente un plazo de prescripción que sólo comenzó a correr a partir de que las actuaciones fueran concluidas por ante la Dirección General, en uso de las atribuciones específicas e indelegables que le fueran acordadas a través de normas cuya constitucionalidad no ha sido cuestionada (v. fs. 298). 


Por último, afirma que las verificaciones tardías producto de la gestión de trámites administrativos por ante el Fisco nacional prescriben, en los términos del art. 56 de la Ley de Concursos y Quiebras, a los dos años de que las mismas adquieren firmeza y exigibilidad por ante el órgano encargado de la percepción, fiscalización y determinación tributarias (art. 3, dec. 618/1997). 


III. Entiendo que el recurso no puede prosperar, sin perjuicio de ciertas consideraciones que se torna necesario efectuar en orden a lo resuelto por el tribunal a quo. 


i) Asiste razón al recurrente en cuanto señala que el fuero de atracción dispuesto por el art. 21 de la Ley de Concursos y Quiebras (hoy, según t.o. ley 26.086) no alcanza a los procesos administrativos de determinación de deudas impositivas. Así lo ha resuelto la Corte federal al disponer que los procedimientos administrativos deben continuar en su sede hasta la determinación de la obligación tributaria que le servirá de base verificatoria, incluyendo el recurso o acción judicial del contribuyente contra la decisión del Tribunal Fiscal, pues, en este último caso, no se trata de un juicio contra el concursado (C.S., Fallos 1987, p. 720). En ese sentido se ha sostenido también que "ni el carácter universal de los concursos, ni el respeto por la par conditio creditorum justifica forzar el significado del vocablo ‘juicios’ para abarcar a los procesos administrativos ..., sostener lo contrario para hacer recaer en el juez del concurso la competencia para aplicar multas o determinar impuestos o decidir los recursos, desnaturalizaría el sistema estructurado por la ley tributaria con grave perjuicio tanto para el Fisco como para el derecho de defensa del deudor" (Munne, Raúl, "Verificación de créditos fiscales", doctrina 1996-III-924). 


Conforme el criterio sentado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, decretada la apertura de un concurso preventivo, los procedimientos administrativos de trámite ante los organismos encargados de la aplicación, percepción y fiscalización de los tributos, nacionales, provinciales y municipales, no se suspenden y corresponderá a esos organismos continuar el procedimiento para determinar la medida de lo imponible, fijando la extensión de la obligación tributaria a verificar y aplicando las multas que correspondieran. Correlativamente, tanto el concursado como la sindicatura -en el supuesto de la quiebra- podrán utilizar todas las vías recursivas previstas en la ley 11.683 y/o normas provinciales y municipales (C.S., in re "Dirección General Impositiva s/ incidente de verificación de créditos" en autos "Casa Marroquí S.R.L." y "Fisco Nacional Argentino [D.G.I.] s/ incidente de verificación de créditos" en autos "Cosimatti, Gregorio s/ concurso preventivo"; Fallos 1987, pág. 720; conf. asimismo mi voto en causa C. 88.161, sent. de 3-X-2007). 


Ello no importa que el Fisco (nacional, provincial o municipal), se encuentre exento de su obligación de solicitar la verificación de su crédito. Antes bien, como todo acreedor deberá cumplir con la carga impuesta por el art. 32 de la ley 24.522. Empero, si al efecto es menester tramitar un procedimiento administrativo previamente habrá de mediar cosa juzgada a fin de plantear, en forma definitiva, su pedido de verificación. 


Lo expuesto, evidencia el yerro en que incurrió la alzada en orden a la aplicación del art. 21 de la Ley de Concursos y Quiebras, pues a los fines contemplados por dicho precepto no constituye "juicio" lo actuado en sede administrativa para la determinación de la responsabilidad tributaria habida y su eventual cuantía, no operando por tanto el fuero de atracción del proceso universal. 


2. No obstante ello, la parcela de la impugnación enderezada a cuestionar la prescripción declarada por la alzada no puede ser atendida. Veamos. 


i] Arguye el recurrente que la verificación de su pretenso crédito requería de la culminación del procedimiento administrativo, el cual -a su juicio- interrumpe la prescripción del art. 56 de la ley concursal que recién comenzaría a correr a partir de la notificación y adquisición de firmeza de lo resuelto en sede administrativa, en los términos del art. 3986 del Código Civil (v. fs. 295 vta./296). 


Ahora bien, el art. 32 de la ley 24.522 impone a todo acreedor la carga de presentarse a verificar su crédito en el proceso concursal la cual alcanza a los organismos y reparticiones públicas que sean titulares de créditos fiscales. La omisión de verificación tempestiva no provoca sin más la extinción del crédito, el que podrá hacerse efectivo mientras perdure el concurso por la vía de la verificación tardía y, concluido aquél, mediante la acción individual. Mas ello es así en tanto no hubiere operado la prescripción de la deuda. En este sentido, el art. 56, sexto párrafo, de la ley concursal establece que el pedido de verificación tardía debe deducirse "dentro de los dos (2) años que la presentación en concurso. Vencido ese plazo prescriben las acciones del acreedor...". 


Cierto es que dicho precepto no puede interpretarse aisladamente, sino integrado con el conjunto normativo dispuesto por el legislador. De ahí que, conforme doctrina de esta Suprema Corte el plazo de prescripción contemplado en la mencionada norma puede verse suspendido, dispensado o interrumpido, según corresponda. La finalidad del citado art. 56 tendiente a cristalizar el pasivo del concursado y favorecer la negociación con los acreedores, no impone obviar la existencia de causales de suspensión o interrupción no previstas en esa norma, no excluyendo por tanto las disposiciones sobre la materia contenidas en otros ordenamientos (C. 94.324, sent. de 27-II-2008).


Sin embargo, la alegada interrupción al amparo de lo normado por el art. 3986 del Código Civil en que se apoya el recurso en tratamiento, debe ser desestimada. 


Según reza el art. 3986 del ordenamiento civil "La prescripción se interrumpe por demanda contra el poseedor o deudor, aunque sea interpuesta ante juez incompetente o fuere defectuosa y aunque el demandante no haya tenido capacidad legal para presentarse en juicio". Si bien dicho precepto ha sido interpretado de modo amplio su aplicación requiere de una presentación judicial que traduzca la intención de mantener vivo el derecho de que se trate. De ahí que, salvo en aquellos supuestos específicos en que la ley les asigna tal efecto, las actuaciones administrativas no pueden por regla ser asimiladas a la demanda judicial a los fines interruptivos del curso de la prescripción.


ii) No altera lo expuesto la mera referencia a los efectos suspensivos del procedimiento administrativo que se efectúa en las conclusiones del recurso (v. fs. 300 vta.). Es que, al margen de la equívoca asimilación entre la interrupción y la suspensión de la prescripción en que incurre el impugnante, en su pieza recursiva omite indicar mínimamente que acto concreto habría tenido virtualidad suspensiva, como tampoco individualiza la norma infringida que daría fundamento a su posición (art. 279 del C.P.C.C.).


2. Por las razones brindadas, que estimo suficientes a los fines de rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley bajo estudio, voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


Por los mismos fundamentos adhiero al voto del doctor Soria.


En relación al agravio traído referente a la prescripción de la acción para promover el incidente de verificación tardía tenemos que de las circunstancias comprobadas de la causa surge que los autos principales fueron iniciados el día 7-IX-2001 y el incidente que nos ocupa el 2-II-2004, habiéndose determinado el monto del crédito a verificar por la A.F.I.P.-D.G.I. el día 5-III-2003, como la propia parte lo indicara a fs. 234.


De lo expuesto se colige que al quedarle expedita la acción al acreedor cuando aún restaba algo más de seis meses para que se cumpliera el plazo de prescripción previsto en el art. 56 de la Ley de Concursos y Quiebras 24.552, no resulta de aplicación en el presente caso lo preceptuado en el art. 3980 del Código Civil, pues el mismo tiene por objeto dispensar la prescripción cumplida durante la existencia de circunstancias que impidieran al acreedor -o al propietario- ejercer su derecho subjetivo de raigambre constitucional de requerir la tutela judicial.


Ello así pues si bien comparto con el ponente que ha existido una verdadera imposibilidad jurídica individual de la A.F.I.P.-D.G.I. para promover la acción hasta que se lograra la cosa juzgada en sede administrativa a los fines de determinar su acreencia, lo cierto es que al no cumplirse la prescripción mientras duró tal obstáculo, el instituto de la dispensa no es de aplicación, no teniendo por lo demás relevancia jurídica el tiempo que el impedimento duró, pues no opera como suspensión del plazo prescriptivo.


Voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


Adhiero al voto del doctor Soria en el mismo sentido y por iguales fundamentos. A ello agrego que el recurrente no ha encuadrado su crítica haciendo mención al art. 3980 del Código Civil o a su contenido, por lo que estimo que el abordaje de tal encuadre no resulta necesario en esta instancia.


Voto por la negativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría de fundamentos, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase. 


HILDA KOGAN


EDUARDO JULIO PETTIGIANI
EDUARDO NESTOR DE LAZZARI


DANIEL FERNANDO SORIA



CARLOS E. CAMPS 



Secretario
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